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LEGISLACIÓN DEL CONTRATO PARA LA COMPRAVENTA DE 
DIVISAS Y SERVICIOS FINANCIEROS MÚLTIPLES 

 
INTERCAM BANCO, S.A., INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE, INTERCAM GRUPO 

FINANCIERO. 
 

 
LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO 

 
Artículo 46.- Las instituciones de crédito sólo podrán realizar las operaciones siguientes: 

 
I. Recibir depósitos bancarios de dinero: 

a) A la vista; 

b) Retirables en días preestablecidos; 

c) De ahorro, y 

d) A plazo o con previo aviso; 

 
II. Aceptar préstamos y créditos; 

 
III. Emitir bonos bancarios; 

 
IV. Emitir obligaciones subordinadas; 

 
V. Constituir depósitos en instituciones de crédito y entidades financieras del exterior; 

 
VI. Efectuar descuentos y otorgar préstamos o créditos; 

 
VII. Expedir tarjetas de crédito con base en contratos de apertura de crédito en cuenta corriente; 

 
VIII. Asumir obligaciones por cuenta de terceros, con base en créditos concedidos, a través del otorgamiento de aceptaciones, endoso 
o aval de títulos de crédito, así como de la expedición de cartas de crédito; 

 
IX. Operar con valores en los términos de las disposiciones de la presente Ley y de la Ley Mercado de Valores; 

 
X. Promover la organización y transformación de toda clase de empresas o sociedades mercantiles y suscribir y conservar acciones o 
partes de interés en las mismas, en los términos 

de esta Ley; 

 
XI. Operar con documentos mercantiles por cuenta propia; 

 
XII. Llevar a cabo por cuenta propia o de terceros operaciones con oro, plata y divisas, incluyendo reportos sobre estas últimas; 

 
XIII. Prestar servicio de cajas de seguridad; 

 
XIV. Expedir cartas de crédito previa recepción de su importe, hacer efectivos créditos y realizar pagos por cuenta de clientes; 

 
XV. Practicar las operaciones de fideicomiso a que se refiere la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, y llevar a cabo 
mandatos y comisiones; 

 
 

Las instituciones de crédito podrán celebrar operaciones consigo mismas en el cumplimiento de fideicomisos, mandatos o comisiones, 
cuando el Banco de México lo autorice mediante disposiciones de carácter general, en las que se establezcan requisitos, términos y 
condiciones que promuevan que las operaciones de referencia se realicen en congruencia con las condiciones de mercado al tiempo de 
su celebración, así como que se eviten conflictos de interés; 

 
XVI. Recibir depósitos en administración o custodia, o en garantía por cuenta de terceros, de títulos o valores y en general de documentos 
mercantiles; 

 
XVII. Actuar como representante común de los tenedores de títulos de crédito; 

 
XVIII. Hacer servicio de caja y tesorería relativo a títulos de crédito, por cuenta de las emisoras; 

 
XIX. Llevar la contabilidad y los libros de actas y de registro de sociedades y empresas; 

 
XX. Desempeñar el cargo de albacea; 
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XXI. Desempeñar la sindicatura o encargarse de la liquidación judicial o extrajudicial de negociaciones, establecimientos, concursos o 
herencias; 

 
XXII. Encargarse de hacer avalúos que tendrán la misma fuerza probatoria que las leyes asignan a los hechos por corredor público o 
perito; 

 
XXIII. Adquirir los bienes muebles e inmuebles necesarios para la realización de su objeto y enajenarlos cuando corresponda; 

 
XXIV. Celebrar contratos de arrendamiento financiero y adquirir los bienes que sean objeto de tales contratos. 

 
XXV. Realizar operaciones derivadas, sujetándose a las disposiciones técnicas y operativas que expida el Banco de México, en las cuales 
se establezcan las características de dichas operaciones, tales como tipos, plazos, contrapartes, subyacentes, garantías y formas de 
liquidación; 

 
XXVI. Efectuar operaciones de factoraje financiero; 

 
XXVI bis. Emitir y poner en circulación cualquier medio de pago que determine el Banco de México, sujetándose a las disposiciones 
técnicas y operativas que éste expida, en las cuales se establezcan entre otras características, las relativas a su uso, monto y vigencia, 
a fin de propiciar el uso de diversos medios de pago; 

 
XXVII. Intervenir en la contratación de seguros para lo cual deberán cumplir con lo establecido en la Ley General de Instituciones y 
Sociedades Mutualistas de Seguros y en las disposiciones de carácter general que de la misma emanen, y 

 
XXVIII. Las análogas o conexas que autorice la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, oyendo la opinión del Banco de México y de 
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

 
Las instituciones de banca múltiple únicamente podrán realizar aquellas operaciones previstas en las fracciones anteriores que estén 
expresamente contempladas en sus estatutos sociales, previa aprobación de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores en términos de 
lo dispuesto por los artículos 9o. y 46 Bis de la presente Ley. 

 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y el Banco de México, dentro de la regulación 
que deban emitir en el ámbito de su competencia, deberán considerar las operaciones que las instituciones de banca múltiple estén 
autorizadas a realizar conforme a lo previsto en los artículos 8o., 10 y 46 Bis de esta Ley, y diferenciar, cuando lo estimen procedente, 
dicha regulación en aspectos tales como la infraestructura con que deberán contar y la información que deberán proporcionar, entre otros. 
Asimismo, se podrán considerar los modelos de negocios o características de sus operaciones. 

 
Artículo 52.- Las instituciones de crédito podrán pactar la celebración de sus operaciones y la prestación de servicios con el público 
mediante el uso de equipos, medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología, sistemas automatizados de procesamiento de 
datos y redes de telecomunicaciones, ya sean privados o públicos, y establecerán en los contratos respectivos las bases para determinar 
lo siguiente: 

 
I. Las operaciones y servicios cuya prestación se pacte; 

 
II. Los medios de identificación del usuario y las responsabilidades correspondientes a su uso, y 

 
III. Los medios por los que se hagan constar la creación, transmisión, modificación o extinción de derechos y obligaciones inherentes a 
las operaciones y servicios de que se trate. 

 
Cuando así lo acuerden con su clientela, las instituciones podrán suspender o cancelar el trámite de operaciones que aquélla pretenda 
realizar mediante el uso de equipos o medios a que se refiere el primer párrafo de este artículo, siempre que cuenten con elementos 
suficientes para presumir que los medios de identificación pactados para tal efecto han sido utilizados en forma indebida. Lo anterior también 
resultará aplicable cuando las instituciones detecten algún error en la instrucción respectiva. 

 
Asimismo, las instituciones podrán acordar con su clientela que, cuando ésta haya recibido recursos mediante alguno de los equipos o 
medios señalados en el párrafo anterior y aquéllas cuenten con elementos suficientes para presumir que los medios de identificación 
pactados para tal efecto han sido utilizados en forma indebida, podrán restringir hasta por quince días hábiles la disposición de tales 
recursos, a fin de llevar a cabo las investigaciones y las consultas que sean necesarias con otras instituciones de crédito relacionadas con 
la operación de que se trate. La institución de crédito podrá prorrogar el plazo antes referido hasta por diez días hábiles más, siempre que 
se haya dado vista a la autoridad competente sobre probables hechos ilícitos cometidos en virtud de la operación respectiva. 

 
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando las instituciones así lo hayan acordado con su clientela, en los casos en 
que, por motivo de las investigaciones antes referidas, tengan evidencia de que la cuenta respectiva fue abierta con información o 
documentación falsa, o bien, que los medios de identificación pactados para la realización de la operación de que se trate fueron utilizados 
en forma indebida, podrán, bajo su responsabilidad, cargar el importe respectivo con el propósito de que se abone en la cuenta de la que 
procedieron los recursos correspondientes. 

 
Las instituciones que por error hayan abonado recursos en alguna de las cuentas que lleven a su clientela, podrán cargar el importe 
respectivo a la cuenta de que se trate con el propósito de corregir el error, siempre que así lo hayan pactado con ella. 
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En los casos señalados en los cuatro párrafos anteriores, las instituciones deberán notificar al cliente respectivo la realización de cualquiera 
de las acciones que hayan llevado a cabo de conformidad con lo previsto en los mismos. 

 
El uso de los medios de identificación que se establezcan conforme a lo previsto por este artículo, en sustitución de la firma autógrafa, 
producirá los mismos efectos que las leyes otorgan a los documentos correspondientes y, en consecuencia, tendrán el mismo valor 
probatorio. 

 
La instalación y el uso de los equipos y medios señalados en el primer párrafo de este artículo se sujetarán a las reglas de carácter general 
que emita la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin perjuicio de las facultades con que cuenta el Banco de México para regular las 
operaciones que efectúen las instituciones de crédito relacionadas con los sistemas de pagos y las de transferencias de fondos en términos 
de su ley. 

 

Las instituciones de crédito podrán intercambiar información en términos de las disposiciones de carácter general a que se refiere el artículo 
115 de esta Ley, con el fin de fortalecer las medidas para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, 
prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión de los delitos en contra de su clientela o de la propia institución. 

 
El intercambio de información a que se refiere el párrafo anterior no implicará trasgresión alguna a lo establecido en el artículo 142 de esta 
Ley. 

 
Artículo 54.- Los reportos sobre valores que celebren las instituciones de crédito se sujetarán a las disposiciones aplicables a esa clase 
de operaciones, así como a lo siguiente: 

 
I. Se formalizarán, al igual que sus prórrogas, de la manera que mediante reglas de carácter general determine el Banco de México, no 
siendo necesario que dichos reportos consten por escrito; 

 
II. Si el plazo del reporto vence en un día que no fuere hábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente; 

 
III. El plazo del reporto y, en su caso, los de sus prórrogas podrán pactarse libremente por las partes, sin exceder los plazos que para tales 
efectos establezca el Banco de México, mediante las reglas señaladas en la fracción I anterior, y 

 
IV. Salvo pacto en contrario, si el día en que el reporto deba liquidarse el reportado no liquida la operación ni ésta es prorrogada, se 
tendrá por abandonada y el reportador podrá exigir desde luego al reportado el pago de las diferencias que resulten a su cargo. 

 
Artículo 56.- El titular de las operaciones a que se refieren las fracciones I y II del artículo 46 de esta Ley, así como de depósitos bancarios 
en administración de títulos o valores a cargo de instituciones de crédito, deberá designar beneficiarios y podrá en cualquier t iempo 
sustituirlos, así como modificar, en su caso, la proporción correspondiente a cada uno de ellos. 

 
En caso de fallecimiento del titular, la institución de crédito entregará el importe correspondiente a quienes el propio titular hubiese 
designado, expresamente y por escrito, como beneficiarios, en la proporción estipulada para cada uno de ellos. 

 
Si no existieren beneficiarios, el importe deberá entregarse en los términos previstos en la legislación común. 

 
Artículo 57.- Los clientes de las instituciones de crédito que mantengan cuentas vinculadas con las operaciones a que se refieren las 
fracciones I y II del artículo 46 de esta Ley podrán autorizar a terceros para que hagan disposiciones de efectivo con cargo a dichas cuentas. 
Para ello, las instituciones deberán contar con la autorización del titular o titulares de la cuenta. Tratándose de instituciones de banca 
múltiple, éstas además deberán realizar los actos necesarios para que en los contratos en los que se documenten las operaciones referidas, 
se señale expresamente a la o las personas que tendrán derecho al pago de las obligaciones garantizadas a que se refiere la Ley de 
Protección al Ahorro Bancario. 

 
Asimismo, los clientes de las instituciones de crédito podrán domiciliar el pago de bienes y servicios en las cuentas de depósito referidas 
en los incisos a) y c) de la fracción I del artículo 46 de esta Ley. Los clientes podrán autorizar los cargos directamente a la institución de 
crédito o a los proveedores de los bienes o servicios. 

 
Las instituciones de crédito podrán cargar a las mencionadas cuentas los importes correspondientes, siempre y cuando: 
 

I. Cuenten con la autorización del titular o titulares de la cuenta de que se trate, o 
 

II. El titular o titulares de la cuenta autoricen los cargos por medio del proveedor y éste, a través de la institución de crédito que le ofrezca 
el servicio de cobro respectivo, instruya a la institución de crédito que mantenga el depósito correspondiente a realizar los cargos. En 
este caso, la autorización podrá quedar en poder del proveedor. 

 
El titular de la cuenta de depósito que desee objetar un cargo de los previstos en el segundo párrafo de este artículo deberá seguir el 
procedimiento y cumplir los requisitos que, al efecto, establezca el Banco de México mediante disposiciones de carácter general. 

 
En los supuestos y plazos que señalen las disposiciones mencionadas en el párrafo anterior, cuando una misma institución lleve las cuentas 
del depositante que objetó el cargo y del proveedor, deberá abonar en la primera el importe total del cargo objetado y posteriormente podrá 
cargar tal importe a la cuenta que lleve al proveedor. Cuando las aludidas cuentas las lleven instituciones de crédito distintas, la institución 
que lleve la cuenta del proveedor deberá devolver los recursos correspondientes a la institución que lleve la cuenta al depositante para que 
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los abone a ésta y, posteriormente, la institución que lleve la cuenta al proveedor podrá cargar a ella el importe correspondiente. 

 
Previo a la prestación de los servicios de domiciliación a que se refiere este artículo, las instituciones de crédito deberán pactar con 
los proveedores el procedimiento para efectuar los cargos a que se refiere el párrafo anterior. 

 
En cualquier momento, el depositante podrá solicitar la cancelación de la domiciliación a la institución de crédito que le lleve la cuenta, sin 
importar quién conserve la autorización de los cargos correspondientes. La citada cancelación surtirá efectos en el plazo que establezca el 
Banco de México en las disposiciones de carácter general a que se refiere el presente artículo, el cual no podrá exceder de los diez días 
hábiles bancarios siguientes a aquél en que la institución de crédito la reciba, por lo que a partir de dicha fecha deberá rechazar cualquier 
nuevo cargo en favor del proveedor. 

 
Las autorizaciones, instrucciones y comunicaciones a que se refiere este artículo podrán llevarse a cabo por escrito con firma autógrafa o 
a través de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología que previamente convengan las partes. 

 
Artículo 68.- Los contratos o las pólizas en los que, en su caso, se hagan constar los créditos que otorguen las instituciones de crédito, 
junto con los estados de cuenta certificados por el contador facultado por la institución de crédito acreedora, serán títulos ejecutivos, sin 
necesidad de reconocimiento de firma ni de otro requisito. 

 
El estado de cuenta certificado por el contador a que se refiere este artículo, hará fe, salvo prueba en contrario, en los juicios 
respectivos para la fijación de los saldos resultantes a cargo de los acreditados o de los mutuatarios. 

 
El estado de cuenta certificado antes citado deberá contener nombre del acreditado; fecha del contrato; notario y número de escritura, 
en su caso; importe del crédito concedido; capital dispuesto; fecha hasta la que se calculó el adeudo; capital y demás obligaciones de pago 
vencidas a la fecha del corte; las disposiciones subsecuentes que se hicieron del crédito, en su caso; tasas de intereses ordinarios que 
aplicaron por cada periodo; pagos hechos sobre los intereses, especificando las tasas aplicadas de intereses y las amortizaciones 
hechas al capital; intereses moratorios aplicados y tasa aplicable por intereses moratorios. Para los contratos de crédito a que se refiere 
el primer párrafo de este artículo, el estado de cuenta certificado que expida el contador sólo comprenderá los movimientos realizados 
desde un año anterior contado a partir del momento en el que se verifique el último incumplimiento de pago. 

 
Artículo 106.- A las instituciones de crédito les estará prohibido: 

 
I. Se deroga. 

 
II. Se deroga. 

 
III. Dar en garantía títulos de crédito que emitan, acepten o conserven en tesorería; 

 

IV. Operar directa o indirectamente sobre los títulos representativos de su capital, salvo lo dispuesto por el último párrafo de los artículos 
19 y 38 de esta Ley y por el Capítulo IV, Título Segundo de la Ley de Protección al Ahorro Bancario, así como otorgar créditos para la 
adquisición de tales títulos; 

 
V. Celebrar operaciones y otorgar servicios con su clientela en los que se pacten condiciones y términos que se aparten de manera 
significativa de las condiciones de mercado prevalecientes en el momento de su otorgamiento, de las políticas generales de la institución, 
y de las sanas prácticas y usos bancarios; 

 
VI. Se deroga. 

 
VII. Aceptar o pagar documentos o certificar cheques en descubierto, salvo en los casos de apertura de crédito; 

 
VIII. Contraer responsabilidades u obligaciones por cuenta de terceros, distintas de las previstas en la fracción VIII del artículo 46 de esta 
Ley y con la salvedad a que se contrae la siguiente fracción; 

 
IX. Se deroga. 

 
X. Garantizar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de los documentos domiciliados, al ceder su domicilio para pagos o 
notificaciones. Esta disposición deberá hacerse constar en el texto de los documentos en los cuales se exprese el domicilio convencional; 

 
XI. Comerciar con mercancías de cualquier clase, excepto las operaciones con oro, plata y divisas que puedan realizar en los 
términos de la presente Ley y de la Ley Orgánica del Banco de México; 

 
XII. Participar en sociedades que no sean de responsabilidad limitada y explotar por su cuenta establecimientos mercantiles o industriales 
o fincas rústicas, sin perjuicio de la facultad de mantener en propiedad bonos, obligaciones, acciones u otros títulos de dichas empresas 
conforme a lo previsto en esta Ley. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, podrá autorizar mediante disposiciones de carácter 
general, que continúen su explotación temporal cuando las reciban en pago de créditos o para aseguramiento de los ya concertados, 
en cuyo caso la institución de crédito de que se trate, deberá realizar el registro contable y estimación máxima de valor que la propia 
Comisión establezca para estos casos al amparo de lo previsto en los artículos 99 y 102 de esta Ley. 

 
XIII. Se deroga. 
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XIV. Se deroga. 

 
XV.    Se deroga. 

 
XV Bis. Se deroga. 

 
XV Bis 1. Pagar anticipadamente obligaciones a su cargo derivadas de la emisión de bonos bancarios, salvo que cumplan con los 
requisitos señalados, para tal efecto, en el artículo 63 de esta Ley; 

 
XV Bis 2. Pagar anticipadamente obligaciones a su cargo, derivadas de la emisión de obligaciones subordinadas salvo que la institución 
cumpla con los requisitos señalados, para tal efecto, en el artículo 64 de este ordenamiento; 

 
XVI. Adquirir directa o indirectamente títulos o valores emitidos o aceptados por ellas, obligaciones subordinadas emitidas 
por otras instituciones de crédito o sociedades controladoras; así como readquirir créditos a cargo de terceros que hubieren cedido, 
salvo el caso de las operaciones previstas en el artículo 93 de esta Ley y de la adquisición de obligaciones subordinadas emitidas por las 
mismas instituciones, siempre que dicha adquisición se haga con la previa autorización del Banco de México de conformidad con el artículo 
64 de esta Ley; 

 

XVII. Otorgar créditos o préstamos con garantía de: 

 

a) Los pasivos a que se refiere la fracción IV del artículo 46 de esta Ley, a su cargo, a cargo de cualquier institución de crédito o 
de sociedades controladoras; 

 
b) Derechos sobre fideicomisos, mandatos o comisiones que, a su vez, tengan por objeto los pasivos mencionados en el inciso 
anterior; 

 
c) Acciones de instituciones de banca múltiple o sociedades controladoras de grupos financieros, propiedad de cualquier 
persona que detente el cinco por ciento o más del capital social de la institución o sociedad de que se trate. 

 
Tratándose de acciones distintas a las señaladas en el párrafo anterior, representativas del capital social de instituciones de 
crédito, de sociedades controladoras o de cualquier entidad financiera, las instituciones deberán dar aviso con treinta días de 
anticipación a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 

 
XVIII. Celebrar operaciones u ofertas por cuenta propia o de terceros, a sus depositantes para la adquisición de bienes o servicios en las 
que se señale que, para evitar los cargos por dichos conceptos, los depositantes deban manifestar su inconformidad; 

 
XIX. En la realización de las operaciones a que se refiere la fracción XV del artículo 46 de esta Ley: 
 

a) Se deroga. 

 
b) Responder a los fideicomitentes, mandantes o comitentes, del incumplimiento de los deudores, por los créditos que se 
otorguen, o de los emisores, por los valores que se adquieran, salvo que sea por su culpa, según lo dispuesto en la parte final 
del artículo 391 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, o garantizar la percepción de rendimientos por los fondos 
cuya inversión se les encomiende. 

 
Si al término del fideicomiso, mandato o comisión constituidos para el otorgamiento de créditos, éstos no hubieren sido liquidados 
por los deudores, la institución deberá transferirlos al fideicomitente o fideicomisario, según sea el caso, o al mandante o 
comitente, absteniéndose de cubrir su importe. 

 
En los contratos de fideicomiso, mandato o comisión se insertará en forma notoria lo dispuesto en este inciso y una declaración 
de la fiduciaria en el sentido de que hizo saber inequívocamente su contenido a las personas de quienes haya recibido bienes o 
derechos para su afectación fiduciaria; 

 
c) Actuar como fiduciarias, mandatarias o comisionistas en fideicomisos, mandatos o comisiones, respectivamente, a través de 
los cuales se capten, directa o indirectamente, recursos del público, mediante cualquier acto causante de pasivo directo o 
contingente, excepto tratándose de fideicomisos constituidos por el Gobierno Federal a través de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, y de fideicomisos a través de los cuales se emitan valores que se inscriban en el Registro Nacional de Valores 
de conformidad con lo previsto en la Ley del Mercado de Valores; 

 
d) Desempeñar los fideicomisos, mandatos o comisiones a que se refiere el segundo párrafo del artículo 88 de la Ley de 
Sociedades de Inversión; 

 
e) Actuar en fideicomisos, mandatos o comisiones a través de los cuales se evadan limitaciones o prohibiciones contenidas en 
las leyes financieras; 

 
f) Utilizar fondos o valores de los fideicomisos, mandatos o comisiones destinados al otorgamiento de créditos, en que la fiduciaria 
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tenga la facultad discrecional, en el otorgamiento de los mismos para realizar operaciones en virtud de las cuales resulten o 
puedan resultar deudores sus delegados fiduciarios; los miembros del consejo de administración o consejo directivo, según 
corresponda, tanto propietarios como suplentes, estén o no en funciones; los empleados y funcionarios de la institución; 

los comisarios propietarios o suplentes, estén o no en funciones; los auditores externos de la institución; los miembros del comité 
técnico del fideicomiso respectivo; los ascendientes o descendientes en primer grado o cónyuges de las personas citadas, las 
sociedades en cuyas asambleas tengan mayoría dichas personas o las mismas instituciones, asimismo aquellas personas que el 
Banco de México determine mediante disposiciones de carácter general; 

 
g) Administrar fincas rústicas, a menos que hayan recibido la administración para distribuir el patrimonio entre herederos, 
legatarios, asociados o acreedores, o para pagar una obligación o para garantizar su cumplimiento con el valor de la misma finca 
o de sus productos, y sin que en estos casos la administración exceda del plazo de dos años, salvo los casos de fideicomisos a 
la producción o fideicomisos de garantía, y 

 
h) Celebrar fideicomisos que administren sumas de dinero que aporten periódicamente grupos de consumidores integrados 
mediante sistemas de comercialización, destinados a la adquisición de determinados bienes o servicios, de los previstos en la 
Ley Federal de Protección al Consumidor. 

 
Cualquier pacto contrario a lo dispuesto en los incisos anteriores, será nulo. 

 
XX. Proporcionar, para cualquier fin, incluyendo la comercialización de productos o servicios, la información que obtengan con motivo de 
la celebración de operaciones con sus clientes, salvo que cuenten con el consentimiento expreso del cliente respectivo, el cual deberá 
constar en una sección especial dentro de la documentación a través de la cual se contrate una operación o servicio con una institución de 
crédito, y siempre que dicho consentimiento sea adicional al normalmente requerido por la institución para la celebración de la 
operación o servicio solicitado. En ningún caso, el otorgamiento de dicho consentimiento será condición para la contratación de dicha 
operación o servicio, y 

 
XXI. Realizar operaciones no autorizadas conforme a lo establecido en los párrafos segundo y tercero del artículo 46 de esta Ley. 

 
Penúltimo párrafo.- Se deroga. Último 

párrafo.- Se deroga. 

Artículo 142.- La información y documentación relativa a las operaciones y servicios a que se refiere el artículo 46 de la presente Ley, 
tendrá carácter confidencial, por lo que las instituciones de crédito, en protección del derecho a la privacidad de sus clientes y usuarios 
que en este artículo se establece, en ningún caso podrán dar noticias o información de los depósitos, operaciones o servicios, incluyendo 
los previstos en la fracción XV del citado artículo 46, sino al depositante, deudor, titular, beneficiario, fideicomitente, fideicomisario, 
comitente o mandante, a sus representantes legales o a quienes tengan otorgado poder para disponer de la cuenta o para intervenir en la 
operación o servicio. 

 
Como excepción a lo dispuesto por el párrafo anterior, las instituciones de crédito estarán obligadas a dar las noticias o información a 

que se refiere dicho párrafo, cuando lo solicite la autoridad judicial en virtud de providencia dictada en juicio en el que el titular o, en su 
caso, el fideicomitente, fideicomisario, fiduciario, comitente, comisionista, mandante o mandatario sea parte o acusado. Para los efectos 
del presente párrafo, la autoridad judicial podrá formular su solicitud directamente a la institución de crédito, o a través de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores. 

 
Las instituciones de crédito también estarán exceptuadas de la prohibición prevista en el primer párrafo de este artículo y, por tanto, 

obligadas a dar las noticias o información mencionadas, en los casos en que sean solicitadas por las siguientes autoridades: 
 

I. El Procurador General de la República o el servidor público en quien delegue facultades para requerir información, para 
la comprobación del hecho que la ley señale como delito y de la probable responsabilidad del indiciado; 

II. Los procuradores generales de justicia de los Estados de la Federación y del Distrito Federal o subprocuradores, para la 
comprobación del hecho que la ley señale como delito y de la probable responsabilidad del indiciado; 

 
III. El Procurador General de Justicia Militar, para la comprobación del hecho que la ley señale como delito y de la probable 

responsabilidad del indiciado; 
 

IV. Las autoridades hacendarias federales, para fines fiscales; 
 

V. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, para efectos de lo dispuesto por el artículo 115 de la presente Ley; 
 

VI.  El Tesorero de la Federación, cuando el acto de vigilancia lo amerite, para solicitar los estados de cuenta y cualquier otra 
información relativa a las cuentas personales de los servidores públicos, auxiliares y, en su caso, particulares relacionados con 
la investigación de que se trate; 

 
VII.  La Auditoría Superior de la Federación, en ejercicio de sus facultades de revisión y fiscalización de la Cuenta Pública Federal 

y respecto a cuentas o contratos a través de los cuáles se administren o ejerzan recursos públicos federales; 
 

VIII.  El titular y los subsecretarios de la Secretaría de la Función Pública, en ejercicio de sus facultades de investigación o auditoría 
para verificar la evolución del patrimonio de los servidores públicos federales. 
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La solicitud de información y documentación a que se refiere el párrafo anterior, deberá formularse en todo caso, dentro 
del procedimiento de verificación a que se refieren los artículos 41 y 42 de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos, y 

 
IX. La Unidad de Fiscalización de los Recursos de los Partidos Políticos, órgano técnico del Consejo General del Instituto Federal 

Electoral, para el ejercicio de sus atribuciones legales, en los términos establecidos en el Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales. Las autoridades electorales de las entidades federativas solicitarán y obtendrán la información que 
resulte necesaria también para el ejercicio de sus atribuciones legales a través de la unidad primeramente mencionada. 

 
Las autoridades mencionadas en las fracciones anteriores solicitarán las noticias o información a que se refiere este artículo en el 

ejercicio de sus facultades y de conformidad con las disposiciones legales que les resulten aplicables. 
 

Las solicitudes a que se refiere el tercer párrafo de este artículo deberán formularse con la debida fundamentación y motivación, por 
conducto de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Los servidores públicos y las instituciones señalados en las fracciones I y VII, y 
la unidad de fiscalización a que se refiere la fracción IX, podrán optar por solicitar a la autoridad judicial que expida la orden correspondiente, 
a efecto de que la institución de crédito entregue la información requerida, siempre que dichos servidores o autoridades especifiquen la 
denominación de la institución, el número de cuenta, el nombre del cuentahabiente o usuario y demás datos y elementos que permitan su 
identificación plena, de acuerdo con la operación de que se trate. 

 
Los empleados y funcionarios de las instituciones de crédito serán responsables, en los términos de las disposiciones aplicables, por 

violación del secreto que se establece y las instituciones estarán obligadas en caso de revelación indebida del secreto, a reparar los daños 
y perjuicios que se causen. 

 
Lo anterior, en forma alguna afecta la obligación que tienen las instituciones de crédito de proporcionar a la Comisión Nacional Bancaria 

y de Valores, toda clase de información y documentos que, en ejercicio de sus funciones de inspección y vigilancia, les solic ite en relación 
con las operaciones que celebren y los servicios que presten, así como tampoco la obligación de proporcionar la información que les 
sea solicitada por el Banco de México, el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario y la Comisión para la Protección y Defensa de 
los Usuarios de Servicios Financieros, en los términos de las disposiciones legales aplicables. 

 
Se entenderá que no existe violación al secreto propio de las operaciones a que se refiere la fracción XV del artículo 46 de esta Ley, 

en los casos en que la Auditoría Superior de la Federación, con fundamento en la ley que norma su gestión, requiera la información a que 
se refiere el presente artículo. 

 
Los documentos y los datos que proporcionen las instituciones de crédito como consecuencia de las excepciones al primer párrafo del 

presente artículo, sólo podrán ser utilizados en las actuaciones que correspondan en términos de ley y, respecto de aquéllos, se deberá 
observar la más estricta confidencialidad, aun cuando el servidor público de que se trate se separe del servicio. Al servidor público que 
indebidamente quebrante la reserva de las actuaciones, proporcione copia de las mismas o de los documentos con ellas relacionados, o 
que de cualquier otra forma revele información en ellos contenida, quedará sujeto a las responsabilidades administrativas, civiles o penales 
correspondientes. 

 
Las instituciones de crédito deberán dar contestación a los requerimientos que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores les formule 

en virtud de las peticiones de las autoridades indicadas en este artículo, dentro de los plazos que la misma determine. La propia 
Comisión podrá sancionar a las instituciones de crédito que no cumplan con los plazos y condiciones que se establezca, de conformidad 
con lo dispuesto por los artículos 108 al 110 de la presente Ley. 

 
La Comisión emitirá disposiciones de carácter general en las que establezca los requisitos que deberán reunir las solicitudes o 

requerimientos de información que formulen las autoridades a que se refieren las fracciones I a IX de este artículo, a efecto de que las 
instituciones de crédito requeridas estén en aptitud de identificar, localizar y aportar las noticias o información solicitadas. 

 
Artículo 189.- Cuando una institución de banca múltiple entre en estado de liquidación, el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario 
procederá a cubrir las obligaciones garantizadas en términos de la Ley de Protección al Ahorro Bancario, conforme a lo siguiente: 

… 

 
IV. Sin perjuicio de lo establecido en la fracción anterior, tratándose de cuentas colectivas con más de un titular o cotitulares, el Instituto 

para la Protección al Ahorro Bancario cubrirá el saldo de la obligación garantizada que derive de la cuenta respectiva, hasta por el 
límite señalado en el artículo 11 de la Ley de Protección al Ahorro Bancario cualquiera que sea el número de titulares o cotitulares. 

 
El Instituto para la Protección al Ahorro Bancario establecerá mediante disposiciones de carácter general, previa aprobación de su 
Junta de Gobierno, el tratamiento que se dará a las cuentas colectivas. 

 
LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO 

 
 

Artículo 9o.- La representación para otorgar o suscribir títulos de crédito se confiere: 
 

I.- Mediante poder inscrito debidamente en el Registro de Comercio; y 
 

II.- Por simple declaración escrita dirigida al tercero con quien habrá de contratar el representante. 
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En el caso de la fracción I, la representación se entenderá conferida respecto de cualquier persona y en el de la fracción II sólo respecto 
de aquella a quien la declaración escrita haya sido dirigida. 

 
En ambos casos, la representación no tendrá más límites que los que expresamente le haya fijado el representado en el instrumento o 
declaración respectivos. 
 

Artículo 85.- La facultad de obrar en nombre y por cuenta de otro no comprende la de obligarlo cambiariamente, salvo lo que dispongan el 
poder o la declaración a que se refiere el artículo 9o. 

 
Los administradores o gerentes de sociedades o negociaciones mercantiles se reputan autorizados para suscribir letras de cambio a nombre 
de éstas, por el hecho de su nombramiento. Los límites de esa autorización son los que señalen los estatutos o poderes respectivos. 

 
Artículo 294.- Aun cuando en el contrato se hayan fijado el importe del crédito y el plazo en que tiene derecho a hacer uso de él el 
acreditado, pueden las partes convenir en que cualquiera o una sola de ellas estará facultada para restringir el uno o el otro, o ambos a la 
vez, o para denunciar el contrato a partir de una fecha determinada o en cualquier tiempo, mediante aviso dado a la otra parte en la forma 
prevista en el contrato, o a falta de ésta, por ante notario o corredor, y en su defecto, por conducto de la primera autoridad política del lugar 
de su residencia, siendo aplicables al acto respectivo los párrafos tercero y cuarto del artículo 143. 

 
Cuando no se estipule término, se entenderá que cualquiera de las partes puede dar por concluido el contrato en todo tiempo, notificándolo 
así a la otra como queda dicho respecto del aviso a que se refiere el párrafo anterior. 

 
Denunciado el contrato o notificada su terminación de acuerdo con lo que antecede, se extinguirá el crédito en la parte de que no hubiere 
hecho uso el acreditado hasta el momento de esos actos; pero a no ser que otra cosa se estipule, no quedará liberado el acreditado de 
pagar los premios, comisiones y gastos correspondientes a las sumas de que no hubiere dispuesto, sino cuando la denuncia o la notificación 
dichas procedan del acreditante. 

 
Artículo 391.- La institución fiduciaria tendrá todos los derechos y acciones que se requieran para el cumplimiento del fideicomiso, salvo 
las normas o limitaciones que se establezcan al efecto, al constituirse el mismo; estará obligada a cumplir dicho fideicomiso conforme al 
acto constitutivo; no podrá excusarse o renunciar su encargo sino por causas graves a juicio de un Juez de Primera Instancia del 
lugar de su domicilio, y deberá obrar siempre como buen padre de familia, siendo responsable de las pérdidas o menoscabos que los 
bienes sufran por su culpa. 

CÓDIGO PENAL FEDERAL 

 
Artículo 400 Bis.- Se impondrá de cinco a quince años de prisión y de mil a cinco mil días multa al que por sí o por interpósita persona 
realice cualquiera de las siguientes conductas: 

 
I. Adquiera, enajene, administre, custodie, posea, cambie, convierta, deposite, retire, dé o reciba por cualquier motivo, invierta, 

traspase, transporte o transfiera, dentro del territorio nacional, de éste hacia el extranjero o a la inversa, recursos, derechos o bienes de 
cualquier naturaleza, cuando tenga conocimiento de que proceden o representan el producto de una actividad ilícita, o 

 
II. Oculte, encubra o pretenda ocultar o encubrir la naturaleza, origen, ubicación, destino, movimiento, propiedad o titularidad de 

recursos, derechos o bienes, cuando tenga conocimiento de que proceden o representan el producto de una actividad ilícita. 
 

Para efectos de este Capítulo, se entenderá que son producto de una actividad ilícita, los recursos, derechos o bienes de cualquier 
naturaleza, cuando existan indicios fundados o certeza de que provienen directa o indirectamente, o representan las ganancias derivadas 
de la comisión de algún delito y no pueda acreditarse su legítima procedencia. 

 
En caso de conductas previstas en este Capítulo, en las que se utilicen servicios de instituciones que integran el sistema financiero, 

para proceder penalmente se requerirá la denuncia previa de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Cuando la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en ejercicio de sus facultades de fiscalización, encuentre elementos que permitan 
presumir la comisión de alguno de los delitos referidos en este Capítulo, deberá ejercer respecto de los mismos las facultades de 
comprobación que le confieren las leyes y denunciar los hechos que probablemente puedan constituir dichos ilícitos. 

 
 

LEY DE FONDOS DE INVERSIÓN 
 

ARTICULO 14. Los fondos de inversión, a través del consejo de administración de la sociedad operadora de fondos de inversión, 
establecerán límites máximos de tenencia por accionista y determinarán políticas para que las personas que se ajusten a las mismas, 
adquieran temporalmente porcentajes superiores a tales límites, debiendo esto contenerse en sus prospectos de información al público 
inversionista. 

 
Las sociedades operadoras o las personas que presten servicios de distribución de acciones de fondos de inversión, deberán implementar 
por cuenta de estas, mecanismos que permitan a sus accionistas, contar con información oportuna relativa al porcentaje de su tenencia 
accionaria, a fin de dar cumplimiento a lo previsto en el presente artículo. 

 
Artículo 14 Bis 2.- Los accionistas de la parte variable del capital social de los fondos de inversión solo tendrán los derechos siguientes: 

 



9 

 

 

I. Participar en el reparto de las ganancias acorde a lo previsto en los artículos 16 a 19 de la Ley General de Sociedades Mercantiles y 
demás aplicables. Tratándose de los fondos de inversión a que se refiere el artículo 6, fracciones I y II de esta Ley, este derecho se 
ejercerá, según el precio que corresponda a la valuación diaria que se le asigne a las acciones representativas del capital social; 

 
II. Exigir al fondo de inversión la adquisición o recompra de acciones en los supuestos que se contemplen en esta Ley y el prospecto de 

información al público inversionista; 

 
III. Exigir responsabilidad civil por daños y perjuicios en los casos en que la sociedad operadora del fondo de inversión de que se trate, 

incumpla con alguno de los supuestos del artículo 39 de esta Ley, o bien, a la persona que proporcione los servicios a que se refiere la 
fracción VI del artículo 32 de esta Ley, cuando incumpla con las funciones a que se refiere el artículo 51 de este ordenamiento legal; 

 
IV. Exigir el reembolso de sus acciones conforme al valor establecido en el balance final de liquidación, si el fondo de inversión se disuelve 

o liquida, y 
 

V. Ejercer la acción de responsabilidad en contra de los miembros del consejo de administración de la sociedad operadora de fondos de 
inversión que administre al fondo de inversión, en los términos a que se refieren los artículos 12 y 13 de esta Ley. 

 
Los accionistas de la parte variable del capital social de los fondos de inversión no contarán con los derechos previstos en los artículos 144, 

163, 184 y 201 de la Ley General de Sociedades Mercantiles. No obstante lo anterior, los estatutos sociales de los fondos de inversión de capitales 
o de objeto limitado, podrán prever derechos corporativos y otros derechos económicos para los accionistas de la parte variable del capital social, 
así como el derecho para oponerse a las decisiones tomadas por el consejo de administración de la sociedad operadora de fondos de inversión 
que los administre, con respecto al propio fondo de inversión de capital o de objeto limitado. Los derechos a que se refiere este párrafo deberán 
ejercerse en los términos y condiciones que al efecto se hubieren pactado en los propios estatutos sociales. 

 
Para el ejercicio de los derechos a que se refieren las fracciones III y V, será necesario que los accionistas en lo individual, o en su conjunto, 
representen el 0.5 por ciento del capital social en circulación, o bien, mantengan invertido en el fondo de inversión el equivalente en moneda nacional 
a 100,000 unidades de inversión, lo que resulte mayor, a la fecha en que se pretenda ejercer la acción. 

 

El socio fundador, en adición a los derechos que esta Ley le otorga, tendrá los señalados en las fracciones I y IV que se señalan en este artículo. 
 

 
ARTICULO 51. Los servicios de depósito de los valores inscritos en el Registro Nacional que integran el activo de los fondos de inversión, 
serán proporcionados por las instituciones para el depósito de valores o, en su caso, por las entidades que determine la Comisión conforme 
al artículo 16 de esta Ley. 

 
Los valores distintos de los señalados en el párrafo anterior que formen parte de los activos de los fondos de inversión, deberán estar 

depositados, en todo momento, en instituciones para el depósito de valores o en entidades financieras, nacionales o extranjeras, que 
brinden servicios de depósito conforme a la legislación que les resulte aplicable. Los fondos de inversión, en los términos que al efecto 
señale la Comisión mediante disposiciones de carácter general, deberán acreditar el cumplimiento de lo señalado en este párrafo y revelar 
al público inversionista la identidad de las instituciones para el depósito de valores o en entidades financieras en los que tengan depositados 
los activos a que se refiere el presente párrafo, así como los mecanismos implementados para cerciorarse de la existencia de los valores 
depositados en las instituciones para el depósito de valores extranjeras o entidades financieras extranjeras. 

 
El servicio de depósito a que se refiere este artículo se constituirá mediante la entrega de los valores a la institución para el depósito 

de valores, quienes serán responsables de la guarda y debida conservación de los valores. Cuando el depósito de valores se haga en 
administración, se entenderá que la institución para el depósito de valores prestará los servicios de administración y custodia de valores. 

 
Los servicios de administración y custodia de valores obligan al prestador de los servicios a hacer valer oportunamente los derechos 

patrimoniales derivados de los valores objeto de sus servicios, así como practicar cuantos actos sean necesarios para que los efectos 
depositados conserven el valor y los derechos que les correspondan con arreglo a las leyes. 

 
Los fondos de inversión deberán contratar el servicio de administración y custodia de valores con entidades financieras, 

nacionales o extranjeras, que brinden estos servicios conforme a la legislación que les resulte aplicable, para lo cual deberán acreditar el 
cumplimiento de lo señalado en este artículo y revelar al público inversionista la identidad de las entidades financieras que les presten el 
servicio de administración y custodia de valores, en los términos que señale la Comisión mediante disposiciones de carácter general. 

 
Las instituciones de crédito, casas de bolsa y sociedades distribuidoras de acciones de fondos de inversión, podrán proporcionar 

a las sociedades operadoras de fondos de inversión servicios de administración y custodia respecto de los valores que mantengan 
dentro de su propio activo. 

 
Las entidades financieras a que se refiere el párrafo anterior deberán llevar un registro de los accionistas de dichos fondos de 

inversión, que deberá contener: 
 

I. El nombre, nacionalidad y domicilio del accionista, y la indicación de las acciones que le pertenezcan expresándose los números, 
series, clases y demás particularidades, y 

 
II. Las transmisiones de acciones que se realicen. Los fondos de inversión considerarán como dueño de las acciones a quien 

aparezca inscrito como tal en el registro a que se refiere el presente artículo. A este efecto, las entidades financieras 
señaladas deberán inscribir en dicho registro a petición de cualquier titular las transmisiones que se efectúen. 
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Artículo 61 Bis.- Los estados de cuenta que envíen las sociedades o entidades que presten los servicios de distribución de acciones de 
fondos de inversión a sus clientes, deberán contener lo siguiente: 

 
I. La posición de las acciones de las cuales sea titular, valuada al último día del corte del período que corresponda y la del corte 

del período anterior; 

 
II. Los movimientos del período que corresponda; 

 

III. En su caso, los avisos sobre las modificaciones a los prospectos de información al público inversionista, señalando el lugar o 
medio a través del cual los accionistas podrán acceder a su consulta; 

 
IV. El plazo para la formulación de observaciones sobre la información señalada en las fracciones I a III anteriores; 

 
V. En su caso, la información sobre la contratación de préstamos o créditos a cargo del fondo de inversión, operaciones con 

instrumentos financieros derivados, o bien, sobre la emisión de valores representativos de una deuda; 

 
VI. El resultado del cálculo del rendimiento de las carteras de inversión de sus clientes. Dichos cálculos se realizarán conforme a 

las disposiciones de carácter general que establezca la Comisión, y 

 
VII. La demás información que establezca la Comisión mediante disposiciones de carácter general. 

 

Cuando se cumplan los requisitos para la remisión del estado de cuenta en donde se contenga, entre otra, la información a que se 

refiere el presente artículo, o bien, cumplidas las instrucciones giradas por el cliente deque se trate, los registros que figuren en 
las mismas, así como en la contabilidad del fondo de inversión, se presumirán ciertos, salvo prueba en contrario, en el juicio 
respectivo, sin perjuicio de quedar a salvo el ejercicio de las acciones que por otros conceptos o agravios competa ejercer al 
accionista. 
 

 

 
LEY PARA LA TRANSPARENCIA Y ORDENAMIENTO DE LOS 

SERVICIOS FINANCIEROS 

 
Capítulo V 

Del procedimiento administrativo sancionador Sección I 

De las disposiciones generales 

 
Artículo 24.- La facultad de las autoridades para imponer sanciones de carácter administrativo establecidas en esta Ley, caducará en 
un plazo de cinco años, contado a partir del día hábil siguiente al en que se realizó la conducta o se actualizó el supuesto de infracción. 

 
El plazo señalado se interrumpirá cuando las autoridades otorguen el derecho de audiencia al probable infractor, en términos de lo previsto 
en los artículos 28 y 29 de la presente Ley. 

 
Artículo 25.- El procedimiento administrativo será autónomo de la reparación de los daños y perjuicios que, en su caso, demanden las 
personas afectadas por los actos de que se trate. 

 
Artículo 26.- Todas las actuaciones deberán practicarse en días y horas hábiles. Serán días hábiles todos los días del año, salvo los 
sábados y domingos y los que determine la Comisión Nacional Bancaria y de Valores mediante las disposiciones de carácter general que 
señalan los días del año en que las entidades financieras sujetas a la supervisión de la Comisión deberán suspender operaciones, 
publicadas en el Diario Oficial de la Federación para cada ejercicio social. Serán horas hábiles las comprendidas entre las nueve y las 
dieciocho horas. 

 
Artículo 27.- Las notificaciones se regirán por los artículos 134, 135, 136, 137, 139 y 140 del Código Fiscal de la Federación. 

 

Sección II 

Del inicio del procedimiento 

 

Artículo 28.- Las Autoridades previo a la imposición de las sanciones que les corresponda aplicar conforme a esta Ley, notificarán por 
escrito al presunto infractor los hechos que se le imputan y las disposiciones que se consideren probablemente infringidas. 

 
Artículo 29.- En la notificación a que se refiere el artículo inmediato anterior, las Autoridades deberán otorgar el derecho de audiencia al 
presunto infractor, a fin de que en un plazo de diez días hábiles bancarios, contado a partir del día hábil siguiente a aquél en que surta 
efectos la notificación correspondiente, manifieste lo que a su interés convenga y ofrezca pruebas por escrito. 

 

Las Autoridades, a petición de parte, podrán ampliar por una sola ocasión el plazo mencionado, hasta por el mismo lapso, atendiendo a las 
circunstancias particulares del caso. 
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Sección III 

De la instrucción del procedimiento 

 
Artículo 30.- En el procedimiento administrativo sancionador se admitirán toda clase de pruebas, excepto la testimonial y la de confesión 
de las Autoridades o de sus servidores públicos, mediante absolución de posiciones. No se considerará comprendida en esta prohibición 
la petición de informes a las Autoridades, respecto de hechos que consten en sus expedientes o de documentos agregados a ellos. 

 
Las pruebas supervenientes podrán presentarse, siempre que no se haya cerrado la instrucción. 

 
El ofrecimiento, admisión, preparación, desahogo y valoración de las pruebas se hará conforme a lo establecido en el Código Federal de 
Procedimientos Civiles. 

 
Artículo 31.- Concluido el desahogo de pruebas, se otorgará al presunto infractor un plazo de cinco días hábiles bancarios, contado a partir 
del día hábil bancario siguiente al de la notificación correspondiente, para que formule alegatos por escrito. Al vencer el c itado plazo se 
tendrá por cerrada la instrucción. 

 
Sección IV 

De la resolución del procedimiento 

 
Artículo 32.- En la imposición de sanciones administrativas, las Autoridades deberán tomar en cuenta: 

 

I. La capacidad económica del infractor. 

II. La gravedad de la infracción cometida. 

III. Las atenuantes o agravantes. 
 

Se tomará como atenuante cuando el infractor, previo a la notificación a que se refiere el artículo 28 de la presente Ley, informe por escrito 
a la autoridad competente de imponer la sanción: a) la infracción; b) el reconocimiento expreso de ésta, y c) un programa de corrección. 
En este supuesto se impondrá al infractor el importe mínimo de la multa que corresponda en términos de esta Ley, sin perjuicio de lo 
dispuesto en los artículos 34 y 35 de esta Ley. 

 
Se considerará como agravante la reincidencia. Será reincidente el que habiendo incurrido en una infracción que haya sido sancionada, 
cometa otra del mismo tipo o naturaleza, dentro de los dos años inmediatos siguientes a la fecha en que haya quedado firme la resolución 
correspondiente. En ese supuesto las autoridades podrán imponer multa equivalente hasta por el doble de la prevista en esta Ley. 

 
Artículo 33.- Para calcular el importe de las multas se tendrá como base el salario mínimo general diario en el Distrito Federal, vigente el 
día en que se realice la conducta infractora. 

Artículo 34.- Atendiendo a las circunstancias de cada caso, las Autoridades podrán además de imponer la multa que corresponda, 
amonestar al infractor, o bien, solamente amonestarlo, considerando la gravedad de la conducta, que no se afecten los intereses de 
terceros, así como la existencia de atenuantes. 

 
Artículo 35.- Las Autoridades podrán abstenerse de sancionar a las Entidades y a las Cámaras de Compensación, siempre y cuando se 
trate de las conductas infractoras señaladas en los artículos 40, 41, 44 primer párrafo, 45 y 47, no constituyan delito y se presenten las 
circunstancias atenuantes referidas en el presente capítulo. La autoridad correspondiente deberá justificar las causas que motivaron el 
ejercicio de esta facultad. 

 
Artículo 36.- Las sanciones podrán ser impuestas tanto a las Entidades o Cámaras de Compensación, previo derecho de audiencia que 
se les otorgue conforme a los artículos 28 y 29 de la presente Ley. 

 
Artículo 37.- En ningún caso será sancionado el mismo hecho constitutivo de la infracción en dos o más ocasiones, ni por dos o más 
autoridades administrativas. 

 
Cuando por un mismo hecho u omisión se cometan varias infracciones a las que esta Ley imponga una sanción, el total de las mismas no 
deberá rebasar los montos máximos previstos en el presente ordenamiento. 

 
Artículo 38.- Las multas que las Autoridades impongan conforme a esta Ley, deberán ser pagadas dentro de los quince días hábiles 
siguientes a la fecha de su notificación. Cuando las multas no se paguen dentro del plazo señalado, el monto de las mismas se actualizará 
desde el mes en que debió hacerse el pago y hasta que el mismo se efectúe, en los términos que establece el Código Fiscal de la 
Federación para este tipo de supuestos. 

 
En caso de que el infractor pague las multas impuestas por las Autoridades dentro de los quince días referidos en el párrafo inmediato 
anterior, se aplicará una reducción en un veinte por ciento de su monto, siempre y cuando no se interponga medio de defensa alguno. 

 
Artículo 39.- En ejercicio de sus facultades sancionadoras, las Autoridades deberán hacer del conocimiento del público en general por el 
medio que consideren conveniente, las sanciones que al efecto impongan por infracciones a esta Ley, una vez que dichas resoluciones 
hayan quedado firmes o sean cosa juzgada, señalando exclusivamente la denominación social de la entidad infractora, el precepto infringido 
y la sanción impuesta. 
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Artículo 40.- Las Autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias, sancionarán a las Entidades y a las Cámaras de 
Compensación que se abstengan de suministrar la información o documentación que cada autoridad les requiera en términos de esta Ley 
o disposiciones que de ella emanen, en los plazos que éstas determinen, con multa de doscientos a dos mil días de salario, o bien cuando 
presenten la información o documentación de manera incorrecta o de forma extemporánea. 

 
Sección V 

Sanciones que corresponde imponer a la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los 
Usuarios de Servicios Financieros 

 
Artículo 41. La Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros sancionará con multa de 
doscientos a dos mil días de salario, a las Entidades Financieras que infrinjan cualquier disposición de esta Ley cuya conducta no competa 
sancionar a otra de las Autoridades y que no correspondan a las conductas infractoras de los artículos 42 y 43, así como cuando infrinjan 
las disposiciones de carácter general que la propia Comisión expida en términos de esta Ley. 

 
Artículo 42. La Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros sancionará con multa de dos mil 
a cinco mil días de salario, a las Entidades Financieras: 
 

I. No cuenten en sus sucursales, establecimientos y en su página electrónica en la red mundial "Internet", con la información actualizada 
a que se refiere el primer párrafo del artículo 7 de esta Ley, en los términos expresados en el referido precepto. 

 
II. No expresen en términos anuales las tasas de interés ordinarias y moratorias, conforme al artículo 9 de la presente Ley. 

 
III. Empleen modelos de Contratos de Adhesión que incumplan lo previsto en el artículo 11 de esta Ley o en las disposiciones de carácter 
general que expida la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, que regulen Contratos de 
Adhesión, o utilicen con los Clientes cualquier Contrato de Adhesión que no haya sido remitido a dicha Comisión Nacional en términos de 
lo previsto en el mismo artículo 11 de la presente Ley. 

 
IV. Difundan publicidad que incumpla lo previsto en el artículo 12 de esta Ley o las disposiciones de carácter general que expida la 
Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, que regulen la publicidad relativa a las 
características de las operaciones activas, pasivas y de servicios. 

 
V. Expidan estados de cuenta o comprobantes de operaciones, que no cumplan con lo previsto en el artículo 13 de la presente Ley o no 
se ajusten a los requisitos que establezca la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, a 
través de disposiciones de carácter general. 

 
VI. Se abstengan de enviar a la propia Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros los 
modelos de Contratos de Adhesión, en contravención al artículo 11 del presente Ordenamiento; 

 
VII. Eleven el límite de crédito en un crédito, préstamo o financiamiento revolvente asociado a una tarjeta, que incumpla con las 
formalidades establecidas en el artículo 18 Bis 1 de la presente Ley. 

 
VIII. Contravengan lo dispuesto por el artículo 18 Bis 4 de la presente Ley, y 

 
IX. Aplique tasas de interés en contravención a lo señalado por el artículo 18 Bis 6. 

 
Artículo 43. La Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros sancionará con multa de cuatro 
mil a veinte mil días de salario, a las Entidades Financieras que: 

 
I. Realicen cargos adicionales a sus Clientes por la terminación de los contratos que tengan celebrados, en contravención a lo señalado 
en el segundo párrafo del artículo 7 de esta Ley. 

 
II. No modifiquen los Contratos de Adhesión conforme a lo ordenado por la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los 
Usuarios de Servicios Financieros, en términos del artículo 11 de esta Ley. 

 
III. No acaten la orden de la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros de suspender el 
uso de los Contratos de Adhesión, respecto de nuevas operaciones, de acuerdo con el artículo 11 de la presente Ley. 

 
IV. Cobren Comisiones distintas a las pactadas en los Contratos de Adhesión. 

 
V. No suspendan la publicidad conforme al artículo 12 de esta Ley. 

 
VI. No modifiquen los estados de cuenta en los términos que señale la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios 
de Servicios Financieros, cuando éstos no se ajusten a lo previsto en el artículo 13 o en las disposiciones de carácter general que del propio 
precepto emanen. 

 
VII. No incorporen el CAT en la publicidad o en los Contratos de Adhesión o se abstengan de resaltarlo en los documentos respectivos de 
manera clara, notoria e indubitable. 
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VIII. Realicen prácticas discriminatorias, en términos del artículo 17 de la presente Ley. 

 
IX. Otorguen crédito, préstamo o financiamiento en contravención a lo dispuesto por el artículo 10 Bis, de la presente Ley. 

 
X. No den respuesta oportuna a la solicitud del Cliente o no le entreguen el dictamen e informe detallado, así como la documentación o 
evidencia a que se refiere el artículo 23, fracción IV de la presente Ley. 

 
XI. Cobren comisiones por sobregiro o intento de sobregiro en un crédito, préstamo o financiamiento revolvente asociado a una tarjeta. 

 
En los casos a que se refiere la fracción V de este artículo, la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios 
Financieros podrá, en adición a la imposición de la multa que corresponda, solicitar a las autoridades competentes en materia de radio, 
televisión y otros medios de prensa, ordene la suspensión de la difusión de la publicidad. 

 
Artículo 43 Bis. La Comisión Nacional sancionará con multa de cuatro mil a veinte mil días de salario, a las Entidades Financieras que no 
acaten la orden de suspender la celebración de nuevas operaciones, de acuerdo con el artículo 13 Bis de la presente Ley. 

 
Los funcionarios, empleados o apoderados de las Entidades Financieras que sean responsables de las infracciones a que se refiere el 
artículo 43 de esta Ley y el párrafo anterior, podrán ser suspendidos, inhabilitados o removidos de su encargo por la propia Comisión. 

 
 

Sección VII 
Sanciones que corresponde imponer a la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los 

Usuarios de Servicios Financieros 

(Derogada) 

Sección VIII 

Sanciones que corresponde imponer al Banco de México 

 
Artículo 47.- El Banco de México sancionará con multa de doscientos a dos mil días de salario, a las Entidades Financieras y Cámaras 
de Compensación que infrinjan cualquier disposición de esta Ley cuya conducta no competa sancionar a otra de las Autoridades y que no 
correspondan a las conductas infractoras señaladas en el artículo siguiente, así como cuando infrinjan las disposiciones de carácter general 
que el propio Banco expida en términos de esta Ley. 

 
Artículo 48.- El Banco de México sancionará con multa de mil a cinco mil días de salario, a las Entidades Financieras que: 

 
I Se abstengan de registrar las Comisiones, conforme a las disposiciones de carácter general que expida el propio Banco, en 
infracción al artículo 6 de esta Ley. 

 
II. Se abstengan de recibir cheques salvo buen cobro, órdenes de transferencias de fondos o instrucciones de cargo, en contravención a lo 
señalado en el artículo 16 de esta Ley o en las disposiciones de carácter general que con fundamento en dicho artículo expida el Banco de 
México. 

 
Artículo 49.- El Banco de México sancionará con multa de cuatro mil a veinte mil días de salario, a las Entidades Financieras que: 

 
I. Incumplan con las disposiciones de carácter general que emita el Banco de México en términos del artículo 4 de esta Ley. 

 

II. Se abstengan de observar la fórmula, los componentes y la metodología de cálculo del CAT, que al efecto establezca el Banco de 
México a través de disposiciones de carácter general. 

 
III. Cobren intereses en términos distintos a lo previsto en el artículo 10, de la presente Ley. 

 
IV. Cobren alguna penalización por la transferencia de la totalidad de los recursos de los trabajadores que reciban por concepto de salario 
y de otras prestaciones de carácter laboral, en contravención al artículo 18 de la presente Ley o a las disposiciones de carácter general 
que al efecto expida el Banco de México. 

 
V. Incumplan con las disposiciones de carácter general que emita el Banco de México en términos del artículo 4 Bis de esta Ley. 

 
VI. Se abstengan de observar la fórmula, los componentes y la metodología de cálculo de la GAT, que al efecto establezca el Banco de 
México a través de disposiciones de carácter general. 

 
VII. Incumplan con lo señalado en los artículos 19 y 19 Bis, o en las disposiciones de carácter general que emita el Banco de México en 
términos de tales preceptos. 

 
VIII. Se abstengan de otorgar la información a que se refiere el inciso a) de la fracción II del artículo 22 de esta Ley. 
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Artículo 49 Bis. El Banco de México podrá, previo derecho de audiencia, suspender o limitar de manera parcial las operaciones de las 
Cámaras de Compensación que incumplan de manera reiterada lo previsto en los artículos 19 y 19 Bis, o en las disposiciones que de ellos 
emanen. 

 
Asimismo, el Banco de México podrá revocar las autorizaciones mencionadas en el artículo 19 Bis, en caso de que se infrinja de manera 
reiterada y grave lo previsto en los artículos señalados en el párrafo anterior o en las disposiciones que de éste emanen. 

 
DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL PARA EL TRATAMIENTO DE CUENTAS COLECTIVAS CON MÁS DE UN TITULAR 
O COTITULARES A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 189, FRACCIÓN IV DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO. 

 
SEGUNDA.- Para efectos de estas Disposiciones se entenderá, en sus formas singular o plural, por: 

… 

XI. Titular Garantizado por el IPAB: a la persona o personas que se señalan a continuación, las cuales tendrán derecho al pago 

que se realice respecto de la Obligación Garantizada que derive de una Cuenta, conforme al método de resolución de una Institución 

que se determine en términos de lo dispuesto por la Ley de Instituciones de Crédito: 

… 

(iii) A las personas que estén identificadas o registradas en los Sistemas como titulares o cotitulares en las Cuentas Mancomunadas. 

No se considerarán Titulares Garantizados por el IPAB aquellas personas cuya firma sea autorizada para disponer de los recursos 

de una Cuenta a menos que dichas personas se ubiquen en alguno de los supuestos señalados en los numerales (i), (ii) ó (iii) 

anteriores. 

Lo dispuesto en esta fracción es sin perjuicio de las operaciones que, por sus características o por los sujetos que intervienen en su 

celebración, no serán garantizadas por el IPAB conforme a lo establecido en el artículo 10 de la Ley de Protección al Ahorro 

Bancario. 

 

SEXTA.- En el supuesto de fallecimiento de uno de los Titulares Garantizados por el IPAB en una Cuenta Solidaria, el IPAB pagará el saldo 

de la Obligación Garantizada derivada de dicha Cuenta, conforme al monto y límite establecidos en el artículo 11 de la Ley de Protección 

al Ahorro Bancario, a la persona o personas que tengan el carácter de Titular Garantizado por el IPAB conforme a la Disposición 

Segunda, fracción XI, inciso (ii) que subsistan. 

En caso de fallecimiento de uno o más Titulares Garantizados por el IPAB de una Cuenta Mancomunada, el IPAB determinará el monto 

que corresponda a cada uno de los Beneficiarios que hayan sido designados con tal carácter en la Cuenta, de acuerdo con los montos y 

límites establecidos en el artículo 11 de la Ley de Protección al Ahorro Bancario, conforme a lo siguiente: 

(i)  Dividirá entre el número total de Beneficiarios el saldo de la Cuenta que de acuerdo con las Reglas Cuarta y Quinta le 

correspondería al Titular Garantizado por el IPAB, conforme al porcentaje establecido expresamente y por escrito por dicho 

Titular Garantizado por el IPAB en la propia Cuenta o, en su defecto, conforme a la información relativa que la Institución 

mantenga en sus Sistemas, o 

 
(ii)  En el supuesto de que no se haya establecido un porcentaje conforme al numeral inmediato anterior, se dividirá el saldo de la 

Cuenta que de acuerdo con las Disposiciones Cuarta y Quinta le correspondería al Titular Garantizado por el IPAB en tantas partes 

iguales como Beneficiarios existan. 

En caso de que no se hubieren designado Beneficiarios, el monto correspondiente deberá entregarse en los términos previstos por la 
legislación común, sujeto a lo dispuesto en las presentes Disposiciones y al límite establecido en el artículo 11 de la Ley de Protección al 
Ahorro Bancario. 

CODIGO DE COMERCIO 

LIBRO SEGUNDO 

Del Comercio en General 

 

TITULO PRIMERO 

De los Actos de Comercio y de los Contratos Mercantiles en General 
 

CAPITULO I 

De los Actos de Comercio 
 

 
Artículo 75.- La ley reputa actos de comercio: 

… 

 
XXIV. Las operaciones contenidas en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito; XXV.- Cualesquiera 
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otros actos de naturaleza análoga a los expresados en este código. En caso de duda, la naturaleza comercial 

del acto será fijada por arbitrio judicial. 

 

CAPITULO II 

De los Contratos Mercantiles en General 
 

 
Artículo 78.- En las convenciones mercantiles cada uno se obliga en la manera y términos que aparezca que quiso obligarse, sin que la validez 
del acto comercial dependa de la observancia de formalidades o requisitos determinados. 
 

 

TITULO SEGUNDO 

De Comercio Electrónico 
 

CAPITULO I 

De los Mensajes de Datos 

 

 
Artículo 89.- Las disposiciones de este Título regirán en toda la República Mexicana en asuntos del orden comercial, sin perjuicio de lo dispuesto 
en los tratados internacionales de los que México sea parte. 

 
Las actividades reguladas por este Título se someterán en su interpretación y aplicación a los principios de neutralidad tecnológica, autonomía de 
la voluntad, compatibilidad internacional y equivalencia funcional del Mensaje de Datos en relación con la información documentada en medios no 
electrónicos y de la Firma Electrónica en relación con la firma autógrafa. 

 
En los actos de comercio y en la formación de los mismos podrán emplearse los medios electrónicos, ópticos o cualquier otra tecnología. Para 
efecto del presente Código, se deberán tomar en cuenta las siguientes definiciones: 

 
 
 
 
 
 

Mensaje de Datos: La información generada, enviada, recibida o archivada por medios electrónicos, ópticos o cualquier otra tecnología. 
 
 

Artículo 90.- Se presumirá que un Mensaje de Datos proviene del Emisor si ha sido enviado: 

 
I. Por el propio Emisor; 

 
II. Usando medios de identificación, tales como claves o contraseñas del Emisor o por alguna persona facultada para actuar en nombre del Emisor 
respecto a ese Mensaje de Datos, o 

 
III. Por un Sistema de Información programado por el Emisor o en su nombre para que opere automáticamente. 

 
Artículo 91.- Salvo pacto en contrario entre el Emisor y el Destinatario, el momento de recepción de un Mensaje de Datos se determinará como 
sigue: 

 
I. Si el Destinatario ha designado un Sistema de Información para la recepción de Mensajes de Datos, ésta tendrá lugar en el momento en que 
ingrese en dicho Sistema de Información; 

 
II. De enviarse el Mensaje de Datos a un Sistema de Información del Destinatario que no sea el Sistema de Información designado, o de no haber 
un Sistema de Información designado, en el momento en que el Destinatario recupere el Mensaje de Datos, o 

 
III. Si el Destinatario no ha designado un Sistema de Información, la recepción tendrá lugar cuando el Mensaje de Datos ingrese a un Sistema de 
Información del Destinatario. 

 
Lo dispuesto en este artículo será aplicable aun cuando el Sistema de Información esté ubicado en un lugar distinto de donde se tenga por 
recibido el Mensaje de Datos conforme al artículo 94. 

 

 
CAPITULO II 

De los Factores y Dependientes 
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Artículo 310.- Los factores deberán tener la capacidad necesaria para obligarse, y poder o autorización por escrito de la persona por cuya cuenta 
hagan el tráfico. 

 
 

LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES SECCION TERCERA 
De la administración de la sociedad 

 
Artículo 144.- Cuando los administradores sean tres o más, el contrato social determinará los derechos que correspondan a la minoría en la 
designación, pero en todo caso la minoría que represente un veinticinco por ciento del capital social nombrará cuando menos un consejero. Este 
porcentaje será del diez por ciento, cuando se trate de aquellas sociedades que tengan inscritas sus acciones en la Bolsa de Valores. 

 
Artículo 163. Los accionistas que representen el veinticinco por ciento del capital social, por lo menos, podrán ejercitar directamente la acción de 
responsabilidad civil contra los Administradores, siempre que se satisfagan los requisitos siguientes: 

 
I.- Que la demanda comprenda el monto total de las responsabilidades en favor de la sociedad y no únicamente el interés personal de los 

promoventes, y 
 

II.- Que, en su caso, los actores no hayan aprobado la resolución tomada por la Asamblea General de Accionistas sobre no haber lugar a 
proceder contra los Administradores demandados. 

 
Los bienes que se obtengan como resultado de la reclamación serán percibidos por la sociedad. 
 
 

SECCION SEXTA 
         De las asambleas de accionistas 
 
 

Artículo 184.- Los accionistas que representen por lo menos el treinta y tres por ciento del capital social, podrán pedir por escrito, en cualquier 
tiempo, al Administrador o Consejo de Administración o a los Comisarios, la Convocatoria de una Asamblea General de Accionistas, para tratar de 
los asuntos que indiquen en su petición. 

 
Si el Administrador o Consejo de Administración, o los Comisarios se rehusaren a hacer la convocatoria, o no lo hicieren dentro del término de 
quince días desde que hayan recibido la solicitud, la convocatoria podrá ser hecha por la autoridad judicial del domicilio de la sociedad, a solicitud 
de quienes representen el treinta y tres por ciento del capital social, exhibiendo al efecto los títulos de las acciones. 

 
Artículo 201. Los accionistas que representen el veinticinco por ciento del capital social podrán oponerse judicialmente a las resoluciones de las 
Asambleas Generales, siempre que se satisfagan los siguientes requisitos: 

 
I.- Que la demanda se presente dentro de los quince días siguientes a la fecha de clausura de la Asamblea; 

 
II.- Que los reclamantes no hayan concurrido a la Asamblea o hayan dado su voto en contra de la resolución, y 

 
III.- Que la demanda señale la cláusula del contrato social o el precepto legal infringido y el concepto de violación. 

 
No podrá formularse oposición judicial contra las resoluciones relativas a la responsabilidad de los Administradores o de los Comisarios. 

 

 
DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL PARA EL TRATAMIENTO DE CUENTAS COLECTIVAS CON MÁS DE UN TITULAR O 

COTITULARES A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 189, FRACCIÓN IV DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO. 

 
SEXTA.- En el supuesto de fallecimiento de uno de los Titulares Garantizados por el IPAB en una Cuenta Solidaria, el IPAB pagará el saldo de la 
Obligación Garantizada derivada de dicha Cuenta, conforme al monto y límite establecidos en el artículo 11 de la Ley de Protección al Ahorro 
Bancario, a la persona o personas que tengan el carácter de Titular Garantizado por el IPAB conforme a la Disposición Segunda, fracción XI, inciso 
(ii) que subsistan. 

En caso de fallecimiento de uno o más Titulares Garantizados por el IPAB de una Cuenta Mancomunada, el IPAB determinará el monto que 
corresponda a cada uno de los Beneficiarios que hayan sido designados con tal carácter en la Cuenta, de acuerdo con los montos y límites 
establecidos en el artículo 11 de la Ley de Protección al Ahorro Bancario, conforme a lo siguiente: 

 

(i) … 

 

(ii) Dividirá entre el número total de Beneficiarios el saldo de la Cuenta que de acuerdo con las Reglas Cuarta y Quinta le correspondería al 
Titular Garantizado por el IPAB, conforme al porcentaje establecido expresamente y por escrito por dicho Titular Garantizado por el IPAB en la 
propia Cuenta o, en su defecto, conforme a la información relativa que la Institución mantenga en sus Sistemas, o 

(iii) En el supuesto de que no se haya establecido un porcentaje conforme al numeral inmediato anterior, se dividirá el saldo de la Cuenta que 
de acuerdo con las Disposiciones Cuarta y Quinta le correspondería al Titular Garantizado por el IPAB en tantas partes iguales como Beneficiarios 
existan. 

En caso de que no se hubieren designado Beneficiarios, el monto correspondiente deberá entregarse en los términos previstos por la legislación 
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común, sujeto a lo dispuesto en las presentes Disposiciones y al límite establecido en el artículo 11 de la Ley de Protección al Ahorro Bancario. 
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